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Presentación


 Con la publicación de la novena entrega de los Cuadernos de Derecho para Ingenieros damos continuidad a una labor editorial que inició su andadura en 2008 y se ha consolidado como una referencia para los profesionales de la ingeniería, quienes necesitan cada vez más profundizar en determinados conocimientos jurídicos para un mejor desempeño de su actividad.

Desde entonces, esta iniciativa de Iberdrola y de la Asociación/Colegio de Ingenieros del ICAI ha venido abordando en sus artículos y estudios un amplio repertorio de temas legales que recorren todos los ámbitos del Derecho, a cargo de prestigiosos y reconocidos expertos.

Las materias incluidas en los Cuadernos están seleccionadas con el criterio de proporcionar la máxima utilidad a quienes se acerquen a sus páginas, prestando especial atención a la repercusión jurídica de las principales tendencias y retos globales, que van a requerir un mayor protagonismo de los ingenieros para ser afrontados eficazmente.

Este es el caso de los contenidos dedicados al Derecho Ambiental y Cambio Climático y a la Ciberseguridad, que son tratados ampliamente en la presente edición. La lucha contra el calentamiento global, fuertemente impulsada tras los acuerdos de París, es un fenómeno transversal que conlleva la transformación del modelo productivo y la aceleración de la transición energética, lo que implica cambios legislativos y normativos a escala internacional que afectan a la planificación energética, la regulación de los mercados de emisiones, la fiscalidad o la responsabilidad ambiental, entre otros aspectos.

Los avances proporcionados por la transformación digital resultan determinantes en la implantación de las soluciones que requiere la descarbonización de la economía. El rápido avance de las tecnologías de la información y comunicación, cuyo impacto en los procesos productivos y en la vida cotidiana crece exponencialmente, sitúa en primer plano la preocupación por la seguridad de la información y la vulnerabilidad de los sistemas informáticos. Para que las políticas de ciberseguridad sean efectivas, resulta imprescindible la implicación de todos los actores involucrados: fabricantes, proveedores de servicios y usuarios finales.

Los desafíos del cambio climático, la protección del medio ambiente y la ciberseguridad conciernen muy directamente a una empresa como Iberdrola, referente mundial por su liderazgo en energías renovables, su posición como una de las compañías eléctricas con menores emisiones, su activo papel en los foros internacionales del clima, su reconocido modelo de gestión ambiental y el avanzado grado de digitalización de sus infraestructuras energéticas de generación y redes.

Completan esta entrega los cuadernos dedicados a la Reforma de la Justicia, pilar básico del Estado de Derecho, y a la Auditoría, la Tributación y las Transacciones, cuestiones centrales en la gestión y el desarrollo de la actividad empresarial, de las que se aportan claves para su interpretación.

Estoy seguro de que los profesionales que consulten esta edición encontrarán una valiosa guía para resolver dudas, aclarar conceptos y aplicar soluciones, gracias a la excelente contribución de unos autores de la máxima solvencia a quienes agradezco sinceramente su colaboración, así como a todas las personas que han hecho posible esta publicación.

Ignacio S. Galán

Presidente de Iberdrola






Prólogo


 Es una satisfacción prologar estos nuevos Cuadernos de Derecho para ingenieros, novena entrega, que comprenden los números 39 a 42. Sentimos el orgullo de acudir puntualmente a la cita anual y dar continuidad al contenido del «Manual de Derecho para ingenieros», publicado en 2008, y presentar nuevamente unos temas de gran actualidad que siguen la línea que el Presidente de Iberdrola indicaba en la Presentación del Manual citado: «servir de guía a las empresas y a los ingenieros en su tarea de aproximación al Derecho».

Antes de pasar a presentar los temas tratados y de acompañar a nuestros queridos lectores en el contenido de los diferentes Cuadernos, me gustaría hacer un breve comentario sobre nuestra situación de «producción» legislativa.

Decía Montesquieu que «las leyes inútiles arruinan a las necesarias» y en España disponemos de más de cien mil leyes de las que una parte muy importante corresponde a las Comunidades Autónomas. Por ello queremos repetir nuestra llamada a todos los legisladores para que restrinjan la proliferación normativa a la que nos vemos sometidos. Solicitamos se simplifique la extrema complejidad legislativa y las elevadas restricciones que se van aplicando al ciudadano. Sentimos que nuestros legisladores y órganos gobernantes olvidan que la persona a la que se aplican estas leyes son sujetos de derechos y deberes, ignorando en muchos casos la primera dimensión.

Realizada la anterior petición pasamos a introducir los capítulos de la presente entrega que recogen un abanico de temas de gran importancia y que esperamos resultarán de interés para nuestros queridos lectores.

El Cuaderno trigésimo noveno nos brinda un amplio estudio sobre un tema tan actual y de importancia como es la: «Ciberseguridad». La digitalización forma ya parte, de manera irreversible, de toda la actividad institucional, empresarial y personal. Las nuevas tecnologías han producido importantes cambios en las formas de trabajo, comercio y comunicación, y por ello los aspectos legales que regulan estas actividades son analizados a lo largo de quince capítulos. Este Cuaderno ha sido coordinado por D. Jaime Velázquez.

En el siguiente Cuaderno, cuadragésimo, bajo la coordinación de D. Jesús Remón, se analiza la «Reforma de la Justicia». Partiendo de una introducción general al tema, realizada por el propio coordinador, se pasa a analizar en detalle los cambios y transformaciones habidos en los diferentes estamentos de nuestro sistema jurídico, sin olvidar el impacto de las nuevas tecnologías, los condicionantes de nuestro espacio europeo y los retos que se plantean a la jurisdicción civil.

Otro tema de gran importancia y actualidad es tratado en el Cuaderno cuadragésimo primero: «Derecho ambiental y cambio climático». No cabe duda de la acertada elección del contenido de este Cuaderno en el que, como en los anteriores, un amplio elenco de especialistas presenta la normativa que conforma el marco jurídico desarrollado para proteger adecuadamente nuestro medio ambiente y adoptar soluciones ante el cambio climático. La coordinación de este Cuaderno ha sido responsabilidad de D. José Manuel Sala Arquer.

La prolífica producción de leyes, ya citada, hace necesaria una actualización permanente de nuestros conocimientos, por ello este último Cuaderno, cuadragésimo segundo, coordinado por D. Alberto Monreal, lleva por título «Auditoría, tributación y transacciones». Su contenido se agrupa en cuatro grandes bloques: Auditoría de cuentas; procedimiento tributario y lucha contra el fraude; impuestos, función fiscal y transparencia y cuestiones relevantes en las transacciones.

No puedo terminar este prólogo sin un apartado de agradecimientos. Al presidente de Iberdrola, D. Ignacio Sánchez Galán, por su apoyo continuo desde el origen, a D. Julián Martínez-Simancas que impulsó el proyecto y lo dirigió con ilusión y entusiasmo, a D. Santiago Martínez Garrido, director de la obra, que da continuidad y futuro con su apoyo incondicional y al equipo de coordinación, Irene M.ª Agúndez, M.ª Dolores de Juan, Loreto Sánchez y Efrén Villán que con su silencioso y acertado trabajo son capaces de conseguir que estos Cuadernos vean la luz en las fechas acordadas y con la excelente calidad que hace que nos podamos sentirnos orgullosos del resultado obtenido.

Y como no puede ser menos nuestra gratitud a los coordinadores y autores por su trabajo, por la generosidad de brindarnos sus conocimientos y ofrecernos con profundidad, claridad y sencillez el contenido de cada tema tratado.

A todos vosotros queridos lectores, y amigos, gracias por seguir con vuestro apoyo y esperamos que los temas que hoy presentamos sean nuevamente de vuestro interés.

Román Escudero Gallego

Presidente/Decano de la Asociación/Colegio de Ingenieros del ICAI
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Un año más tengo la satisfacción de presentaros una nueva entrega de nuestros Cuadernos de Derecho para Ingenieros que responden plenamente a la misión de Iberdrola de «crear valor de forma sostenible en el desarrollo de nuestras actividades para la sociedad, ciudadanos, clientes, trabajadores, accionistas y demás grupos de interés, (…) Todo ello, en el marco de nuestra estrategia de responsabilidad social (...).» En efecto, estas publicaciones contribuyen a reforzar, de manera muy efectiva, las vinculaciones de Iberdrola con la sociedad y, en particular, con el mundo académico y profesional.

En la selección de las materias analizadas en estos nuevos Cuadernos, que comprenden los números 39 a 42 de la Colección, se han tenido en cuenta fundamentalmente dos criterios o propósitos: por una parte, abordar el estudio de cuestiones novedosas o que no habían sido tratadas en anteriores entregas y, por otra, actualizar algunos Cuadernos cuyos contenidos, ya tratados, han sufrido profundas modificaciones a lo largo de los últimos años haciendo, por ello, necesaria su puesta al día.

Al primero de los propósitos mencionados responden los Cuadernos 39 y 41. El Cuaderno 39, coordinado por Jaime Velázquez, lleva por título «Ciberseguridad», materia que hasta hace muy pocos años nos resultaba en cierto modo ajena y tenía ciertos tintes de «ciencia ficción», pero que, hoy en día, como consecuencia de la rápida evolución del mundo digital, está muy presente en nuestra actividad social y profesional y suscita múltiples cuestiones jurídicas derivadas de los problemas prácticos y de las novedades que van surgiendo en Internet. Los ciberataques generalizados (malware, petya) que han tenido lugar en mayo y junio de este año ponen de relieve la trascendencia de los problemas a los que nos enfrentamos. Las cuestiones a las que nos referimos, tales como el uso del big data, los ad blockers, el tratamiento jurisprudencial de los ad words, el derecho al olvido en internet, etcétera, son analizadas en este Cuaderno por abogados especialistas en la materia.

El Cuaderno 41, coordinado por José Manuel Sala, trata sobre «Derecho ambiental y cambio climático». En el Derecho internacional y, más en concreto, en el ámbito de la Unión Europea, se han ido aprobando un conjunto de medidas de naturaleza normativa y ejecutiva para garantizar que los Estados cumplan con los objetivos medioambientales relacionados con el cambio climático. Este conjunto de medidas ha dado lugar a un sistema normativo de protección ambiental que no nos resulta ajeno en absoluto porque incide en nuestra ordenación del territorio, en nuestra regulación del sector energético, en nuestra planificación hidrológica y, por ello, en toda o en la mayor parte de nuestra actividad industrial. No olvidemos que Iberdrola enuncia en su misión «prestar un servicio de calidad mediante el uso de fuentes energéticas respetuosas con el medioambiente», a la vez que proclama en su visión su «firme compromiso con el cuidado del medioambiente», constituyendo el respeto por el medio ambiente uno de los valores que inspiran y orientan la estrategia del Grupo y todas sus actuaciones.

El segundo de los propósitos mencionados al principio es el origen de los Cuadernos 40 y 42 que obedecen a una necesidad de actualización de materias analizadas en Cuadernos anteriores. En este sentido, el Cuaderno 40, bajo el título «Reforma de la Justicia», supone una actualización del Cuaderno 16, que se publicó en 2012 y estaba dedicado al «Derecho Procesal». Han pasado cinco años desde la publicación de aquel Cuaderno y resultaba oportuno dar cuenta de las reformas que se han producido en nuestro sistema jurídico y procesal y poner de manifiesto los retos de futuro que se presentan o se presienten ya en los distintos órdenes jurisdiccionales. Esta tarea se ha llevado a cabo por prestigiosos juristas bajo la coordinación de Jesús Remón.

También en 2012, se publicó el Cuaderno 17 sobre «Derecho Tributario» y, con el Cuaderno 42, «Auditoría, tributación y transacciones», coordinado por Alberto Monreal, hemos querido volver sobre esta materia, una de las más cambiantes, ampliando además el estudio a nuevas cuestiones como la actualizada regulación de la auditoría de cuentas.

Mi reconocimiento se dirige a todos los que, de un modo u otro, han colaborado en estos Cuadernos, pero muy especialmente quiero mencionar a Miguel Ángel Agúndez y agradecerle su dedicación durante todos estos años a estas publicaciones. El año pasado Julián Martínez-Simancas me encomendó la labor de dirección y coordinación de estos Cuadernos y ahora, en este año, se produce un nuevo relevo en la co-dirección de los mismos: Miguel Ángel Agúndez, ingeniero del ICAI y abogado, cede el testigo a Román Escudero, Presidente/Decano de la Asociación/Colegio de Ingenieros del ICAI. De Miguel Ángel y de Julián partió la idea original de esta fructífera colaboración entre Iberdrola y la Asociación/Colegio de ingenieros del ICAI y la formación técnica y jurídica de ambos ha sido decisiva en la elección de los temas y en el enfoque eminentemente práctico y divulgativo de estas publicaciones. Finalmente quiero dejar constancia de mi agradecimiento al equipo de coordinación de estos cuadernos sin cuyo trabajo no sería posible llevar a la práctica este proyecto que va ya por el cuaderno n.º 42. Vayan por ello mis últimas palabras de agradecimiento a las personas de Irene Agúndez, Dolores de Juan, Loreto Sánchez y Efrén Villán..

Gracias y un fuerte abrazo para todos.

Bilbao, julio de 2017

Santiago Martínez Garrido








Capítulo I La Auditoría de Cuentas en nuestro ordenamiento jurídico







1. La legislación española relativa a la Auditoría de Cuentas

Ernesto Benito Sancho

Socio de PwC Tax & Legal Services



 1.  Legislación vigente en materia de auditoría de cuentas

1.1.  La actividad de auditoría de cuentas

Encontramos una especie de definición de la actividad de auditoría de cuentas en la Exposición de Motivos de la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas, según la cual la mencionada actividad «se configura como aquella que, mediante la utilización de determinadas técnicas de revisión, tiene por objeto la emisión de un informe acerca de la fiabilidad de la información económica financiera auditada», permitiendo, «con un alto grado de certeza, dar una opinión técnica e independiente sobre la contabilidad en su conjunto y, además, sobre otras circunstancias que, afectando a la vida de la empresa, no estuvieran recogidas en dicho proceso».

1.2.  Marco normativo

A nivel interno, la normativa en materia de auditoría de cuentas está constituida fundamentalmente por la mencionada Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas (en adelante, «LAC») y por el Reglamento de desarrollo del Texto Refundido de la Ley de Auditoría de Cuentas de 2011, aprobado por Real Decreto 1517/2011, de 31 de octubre.

Hay que tener en cuenta que esta normativa es en buena parte trasunto de la europea, que busca una armonización de los requisitos que se exigen para el ejercicio de la actividad de auditoría en el ámbito de la Unión Europea, así como de los principios que deben regir el sistema de supervisión pública en dicho ámbito.

Por ello, hay que tener en cuenta también la Directiva 2014/56/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril de 2014, por la que se modifica la Directiva 2006/43/CE relativa a la auditoría legal de las cuentas anuales y de las cuentas consolidadas, así como el Reglamento (UE) 537/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril de 2014, sobre los requisitos específicos para la auditoría legal de las entidades de interés público, considerando como tales las enumeradas en el Real Decreto 877/2015, de 2 de octubre, cuando en su disposición final primera modifica el artículo 15 del Reglamento de la LAC citado al principio de este epígrafe. Este artículo 15 será objeto de análisis en el epígrafe 6 siguiente.

La mencionada Directiva 2014/56 es traspuesta a nuestro ordenamiento jurídico mediante la vigente Ley 22/2015. Tanto dicha Directiva como el Reglamento 537/2014 se dictan bajo el influjo de los acontecimientos vividos a raíz de la crisis económica mundial sufrida a partir de 2007 y consideran la actividad de auditoría de cuentas como una función de interés público.

Entre otras medidas, en la mencionada normativa comunitaria se estableció una regulación especial, reforzada, para lo que se denominan «entidades de interés público», respecto de las cuales, por su relevancia, se pretende garantizar en todo caso una auditoría de elevada calidad, a fin de proteger al propio mercado, a los consumidores e inversores.

Además de la normativa europea y nacional expuesta, habrá que considerar (artículo 2 LAC) las «normas de auditoría, de ética e independencia y de control de calidad interno de los auditores de cuentas y sociedades de auditoría».

1.3.  La Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas

La LAC, según su artículo 1, tiene por objeto la regulación de la actividad de auditoría de cuentas, tanto obligatoria como voluntaria, mediante el establecimiento de las condiciones y los requisitos de necesaria observancia para su ejercicio, así como la regulación del sistema de supervisión pública y los mecanismos de cooperación internacional en relación con dicha actividad.

La LAC estructura sus 89 artículos en un Título Preliminar, dedicado al «ámbito de aplicación, objeto, régimen jurídico y definiciones», y cinco Títulos, que se ocupan respectivamente de «la auditoría de cuentas», «la supervisión pública», el «régimen de infracciones y sanciones», las «tasas del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas» y la «protección de datos personales».

El artículo 1 de la LAC define técnicamente la auditoría de cuentas como «la actividad consistente en la revisión y verificación de las cuentas anuales, así como de otros estados financieros o documentos contables, elaborados con arreglo al marco normativo de información financiera que resulte de aplicación, siempre que dicha actividad tenga por objeto la emisión de un informe sobre la fiabilidad de dichos documentos que pueda tener efectos frente a terceros».

La auditoría de cuentas tendrá necesariamente que ser realizada por un auditor de cuentas o una sociedad de auditoría, mediante la emisión del correspondiente informe y con sujeción a los requisitos y formalidades establecidos en la Ley.

Quedan fuera del ámbito de la LAC las auditorías de cuentas que se realicen por los órganos del sector público estatal, autonómico o local en el ejercicio de sus competencias.

Según el artículo 2.2 de la LAC, las normas de auditoría constituyen los principios y requisitos que deben observar los auditores de cuentas en la realización del trabajo de auditoría de cuentas y sobre las que deben basarse las actuaciones necesarias para expresar una opinión técnica responsable e independiente. Se consideran normas de auditoría las contenidas en la LAC, en su Reglamento de desarrollo, en las normas internacionales de auditoría adoptadas por la Unión Europea y en las normas técnicas de auditoría.

Tanto las citadas normas internacionales de auditoría como las normas técnicas de auditoría revisten una notable importancia e integran la legislación básica anteriormente mencionada, configurando un mapa normativo sumamente técnico y complejo.

2.  Auditoría de las cuentas anuales

2.1.  Entidades obligadas a auditar sus cuentas

Conforme a la disposición adicional primera de la LAC, estarán obligadas a someterse a auditoría de cuentas las entidades que se encuentren en alguna de las siguientes circunstancias:


	
a)  Que emitan valores admitidos a negociación en mercados secundarios oficiales u obligaciones en oferta pública.

	
b)  Que se dediquen de forma habitual a la intermediación financiera y, en todo caso, las entidades de crédito, las empresas de servicios de inversión y las demás entidades financieras, incluidas las instituciones de inversión colectiva, fondos de titulización y sus gestoras, entre otras.

	
c)  Que tengan por objeto social cualquier actividad sujeta a la Ley de ordenación, supervisión y solvencia de entidades aseguradoras y reaseguradoras, dentro de los límites que reglamentariamente se establezcan, así como los fondos de pensiones y sus entidades gestoras.

	
d)  Que reciban subvenciones, ayudas o contraten con el Sector Público dentro de los límites que reglamentariamente fije el Gobierno por real decreto.

	
e)  Las demás entidades que superen los límites que reglamentariamente fije el Gobierno por real decreto, referidos al menos a la cifra de negocios, al importe total del activo y al número de empleados.



2.2.  Concepto y alcance de la auditoría de cuentas anuales y otros estados financieros o documentos contables

Cabe diferenciar entre la auditoría de cuentas anuales y la de otros estados financieros o documentos contables.

En lo que nos interesa, la auditoría de las cuentas anuales consiste en verificar dichas cuentas a efectos de determinar si expresan la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera y de los resultados de la entidad auditada. También, verificar si el informe de gestión que, en su caso, acompañe a las cuentas anuales, concuerda con dichas cuentas anuales y si su contenido es conforme con lo establecido en la normativa de aplicación.

La auditoría de las cuentas anuales se materializa en el informe de auditoría, con el contenido que señala el artículo 5 de la LAC.

El informe de auditoría contendrá una opinión técnica en la que se manifestará, de forma clara y precisa, si las cuentas anuales ofrecen la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera y de los resultados de la entidad auditada. Dicha opinión podrá revestir cuatro modalidades: favorable (cuando no existan salvedades), con salvedades, desfavorable o denegada.

En el caso de que existan salvedades, deberán reflejarse todas ellas en el informe y la opinión técnica será con salvedades, desfavorable o denegada.

Asimismo, en el informe se indicarán, en su caso, las posibles incertidumbres significativas o materiales relacionadas con hechos o condiciones que pudieran suscitar dudas significativas sobre la capacidad de la entidad auditada para continuar como empresa en funcionamiento.

También se hará referencia a las cuestiones que, no constituyendo una salvedad, el auditor de cuentas deba o considere necesario destacar a fin de enfatizarlas.

El informe de auditoría contendrá igualmente una opinión sobre la concordancia o no del informe de gestión con las cuentas correspondientes, así como sobre si el contenido y presentación de dicho informe de gestión es conforme con lo requerido por la normativa de aplicación.

El informe de auditoría debe ser emitido por el auditor de cuentas o la sociedad de auditoría contratados a tal fin, sin que pueda dejar de hacerlo, o renunciar a continuar con el contrato de auditoría, salvo justa causa.

Para realizar adecuadamente su labor, el auditor deberá requerir a la entidad auditada cuanta información precise, estando esta última obviamente obligada a facilitarla (artículo 6 LAC).

El informe deberá ir acompañado de la totalidad de documentos que componen las cuentas objeto de auditoría y, en su caso, del informe de gestión.

Cuando se auditen cuentas consolidadas, el auditor que realice la auditoría de las cuentas consolidadas asume la responsabilidad del informe de auditoría emitido, aun cuando la auditoría de las cuentas anuales de las sociedades participadas haya sido realizada por otros auditores.

3.  Requisitos para el ejercicio de la auditoría de cuentas

Únicamente pueden realizar la actividad de auditoría de cuentas las personas físicas o jurídicas, españoles o de un país de la UE, que, reuniendo las condiciones que se detallan en los artículos 9 a 11 de la LAC, figuren inscritos en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas o «ROAC». En la inscripción figurarán los datos identificativos del auditor o sociedad de auditoría y, en su caso, las sanciones que se les hayan podido imponer en el ejercicio de su actividad.

Para estar inscrito en el ROAC y ejercer como auditor de cuentas, es preciso haber obtenido la correspondiente autorización del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas (en adelante, «ICAC»), para lo cual a su vez hay que cumplir los siguientes requisitos:


	
1)  Tener una titulación universitaria de carácter oficial y validez en todo el territorio nacional (o, en ciertos casos, tener una titulación y formación equivalente, que detalla la Ley).

	
2)  Haber seguido programas de enseñanza teórica y adquirido una formación práctica de un mínimo de tres años en relación, en ambos casos, con las materias necesarias para el ejercicio de la auditoría de cuentas.

	
3)  Superar el examen de aptitud profesional que a estos efectos convoca el Estado.



También pueden inscribirse en el ROAC, como sociedades de auditoría de cuentas, sociedades mercantiles constituidas por auditores de cuentas autorizados para realizar esta actividad.

Los auditores de cuentas o sociedades de auditoría autorizados para realizar esta actividad en otros Estados miembros de la Unión Europea, o incluso en terceros países, podrán inscribirse igualmente en el ROAC cumpliendo los requisitos determinados en la LAC y en su normativa de desarrollo.

4.  Principios rectores del ejercicio de la actividad de auditoría de cuentas

4.1.  Escepticismo y juicio profesionales

Uno de los principios fundamentales que debe aplicar el auditor de cuentas en el desarrollo de su actividad es el principio de «escepticismo», señalando el artículo 13 LAC, muy gráficamente, que se entiende por tal «la actitud que implica mantener siempre una mente inquisitiva y especial alerta ante cualquier circunstancia que pueda indicar una posible incorrección en las cuentas anuales auditadas, debida a error o fraude, y examinar de forma crítica las conclusiones de auditoría». Ello, en todo momento y «sea cual fuere la experiencia anterior del auditor de cuentas en relación con la honestidad e integridad de los responsables de la administración y de los directivos de la entidad auditada».

Adicionalmente, la LAC ordena al auditor aplicar «su juicio profesional» en los términos previstos en dicha Ley y el resto de la normativa reguladora de la actividad de auditoría de cuentas. Entendiéndose por juicio profesional «la aplicación competente, adecuada y congruente con las circunstancias que concurran, de la formación práctica, el conocimiento y la experiencia del auditor de cuentas de conformidad con las normas de auditoría, de ética y del marco normativo de información financiera que resulten de aplicación» (artículo 13 LAC).

Por último, tan importante como aplicar el adecuado juicio profesional es documentarlo. Según el artículo 13 LAC, «la aplicación del juicio profesional debe documentarse adecuadamente».

4.2.  Independencia del auditor de cuentas

4.2.1.  Principio de independencia, detección de amenazas y salvaguardas

Otro de los principios fundamentales que deber regir la actuación del auditor de cuentas y sociedades de auditoría es el principio de independencia.

Como se ha dicho tradicionalmente, el auditor debe «ser y parecer independiente». Señala actualmente el artículo 14 de la LAC que «los auditores de cuentas y las sociedades de auditoría deberán ser independientes, en el ejercicio de su función, de las entidades auditadas, debiendo abstenerse de actuar cuando su independencia en relación con la revisión y verificación de las cuentas anuales, los estados financieros u otros documentos contables se vea comprometida».

Partiendo de este principio general, los artículos 14 y siguientes de la LAC establecen una detalladísima regulación de las incompatibilidades que aplican tanto al auditor, como a lo que podemos denominar «su entorno» (igualmente definido de manera detallada en la LAC).

En particular, señala el artículo 14 LAC que el auditor, «así como toda persona en condiciones de influir directa o indirectamente en el resultado de la auditoría», deberán abstenerse de «participar de cualquier manera en la gestión o toma de decisiones de la entidad auditada». Este es otro principio de general aplicación, que tiene posteriores concreciones en casos específicos de actuaciones que se consideran «participación en la gestión».

Y, también como manifestación de la exigencia de «ser y parecer» independiente, el artículo 14 señala que no podrán participar ni influir, de ninguna manera en el resultado del trabajo de auditoría de cuentas de una entidad, aquellas personas que tengan una relación laboral, comercial o de otra índole con la entidad auditada, que pueda generar un conflicto de intereses «o ser percibida, generalmente, como causante de un conflicto de intereses».

Según el artículo 14.5 de la LAC, el ICAC será el organismo encargado de velar por el adecuado cumplimiento del deber de independencia del auditor.

Y, desde el punto de vista del auditor, la obligación de independencia no es sólo de resultado, sino también de método. El artículo 15 de la LAC le obliga, de nuevo, a adoptar una posición activa, identificando las amenazas a su independencia y, cuando estas sean significativas, adoptando las correspondientes medidas de salvaguarda para eliminarlas o reducirlas a un nivel aceptablemente bajo que no comprometa su independencia.

Como posibles amenazas a la independencia se enumeran factores como la autorrevisión, interés propio, abogacía, familiaridad o confianza, o intimidación, derivados de la existencia de conflictos de intereses o de alguna relación comercial, financiera, laboral, familiar o de otra clase, ya sea directa o indirecta, real o potencial.

Si, aun aplicando medidas de salvaguarda, la independencia del auditor puede seguir estando comprometida, el auditor debe abstenerse de realizar la auditoría.

Por último, y de nuevo, los procedimientos de detección e identificación de amenazas y las medidas de salvaguarda deberán documentarse en los papeles de trabajo de cada auditoría de cuentas.

4.2.2.  Causas de incompatibilidad del auditor

Los artículos 16 a 21 de la LAC establecen una detalladísima regulación de incompatibilidades en que puede incurrir el auditor de cuentas. En realidad, estas incompatibilidades son una especie de presunción iuris et de iure de falta de independencia ya que, como señala el artículo 16, «en todo caso, se considerará» que el auditor de cuentas no goza de la suficiente independencia en el ejercicio de sus funciones, cuando concurra alguna de las circunstancias que se detallan. Pero ello no obsta al principio general del artículo 14, conforme al cual siempre deberá abstenerse de actuar cuando su independencia se vea comprometida.

No vamos a enumerar aquí detalladamente las incompatibilidades que se recogen en estos artículos, por ser objeto específico de otro de los trabajos de este Cuaderno. Baste decir aquí que hacen referencia a circunstancias derivadas de situaciones personales (por ejemplo, tener intereses financieros en la entidad auditada, relación laboral o como administrador en ella, solicitar obsequios o favores de la entidad auditada, etc.,…) o de la prestación de otros servicios distintos a la auditoría (servicios de contabilidad, determinados servicios de valoración o de abogacía, etc.,…).

Igualmente, se regula de manera detallada cómo esas incompatibilidades se pueden dar respecto de entidades vinculadas a la entidad auditada, o por concurrir en relación con personas físicas o jurídicas relacionadas con el auditor o sociedad de auditoría, o en lo que específicamente se denomina como «red de auditoría», pensando en las organizaciones multidisciplinares, con estructura jurídica variada, que se dedican a prestar servicios de auditoría y otro tipo de servicios profesionales.

El artículo 21 de la LAC regula igualmente, con alto grado de detalle y en ocasiones de manera no muy clara, el periodo de vigencia de las incompatibilidades. Incluso, se regulan en el artículo 23 determinadas prohibiciones o incompatibilidades posteriores a la finalización del trabajo de auditoría.

4.2.3.  Independencia económica. Honorarios

La LAC pretende preservar también la independencia del auditor garantizando su no dependencia económica de la entidad auditada, o del resultado del trabajo de auditoría.

En este sentido, el artículo 24 de la LAC exige que los honorarios del auditor se fijen, en todo caso, antes de que comience el desempeño de sus funciones y para todo el periodo en que deba desempeñarlas. Por otra parte, los honorarios no podrán estar influidos o determinados por la prestación de servicios adicionales a la entidad auditada. No podrán tener carácter contingente, ni podrán estar condicionados, salvo por cambios en las circunstancias que sirvieron de base para su fijación.

El auditor deberá comunicar anualmente al ICAC las horas y honorarios facturados a cada entidad auditada, distinguiendo las que corresponden a servicios de auditoría de cuentas y otros servicios.

Por último, con el objeto de evitar que una excesiva dependencia económica de alguno de sus clientes comprometa la independencia del auditor, el artículo 25 de la LAC ordena a éste abstenerse de realizar la auditoría de cuentas del ejercicio siguiente, cuando los honorarios percibidos por el auditor, del cliente auditado, en los tres últimos ejercicios consecutivos, representen más del 30 por ciento del total de los ingresos anuales del auditor de cuentas.

4.3.  Responsabilidad del auditor y garantía financiera

El artículo 26 de la LAC se dedica a la responsabilidad civil del auditor, un tema de vital importancia en el que se remite a las reglas generales del Código Civil, con las particularidades establecidas en el citado artículo.

Se recalca que la responsabilidad civil de los auditores y las sociedades de auditoría será exigible de forma proporcional y directa a los daños y perjuicios económicos que pudieran causar por su actuación profesional tanto a la entidad auditada como a un tercero que haya podido actuar tomando en consideración el informe de auditoría.

En la determinación del daño del que pueda responsabilizarse al auditor habrá de excluirse el producido por la propia entidad auditada o por terceros (concurrencia de culpas).

Se establece la responsabilidad solidaria de la sociedad de auditoría y del auditor que actúe en su nombre en el caso concreto.

La acción para exigir la responsabilidad contractual del auditor de cuentas y de la sociedad de auditoría prescribirá a los cuatro años a contar desde la fecha del informe de auditoría.

Por otra parte, para responder de los daños y perjuicios que pudiera causar en el ejercicio de su actividad, el auditor de cuentas está obligado a prestar garantía financiera, en la forma determinada por el artículo 27 de la LAC (entre otras, seguro de responsabilidad civil) y siempre de forma proporcional a su volumen de negocio.

5.  Organización interna y del trabajo de los auditores de cuentas y sociedades de auditoría

5.1.  Organización interna

En aras a prevenir riesgos y a fin de controlar la calidad, los auditores y las sociedades de auditoría deben disponer de protocolos y procedimientos de actuación que garanticen la evitación de los primeros y el mantenimiento de la segunda.

En concreto, los auditores y las sociedades de auditoría deben implantar un sistema de control de calidad interno que garantice la calidad de la auditoría de cuentas de conformidad con lo establecido en sus propias normas de control de calidad interno.

El sistema de control de calidad interno deberá incluir, entre otros aspectos:


	
1)  Medidas eficaces para prevenir y eliminar cualquier amenaza a la independencia de los auditores.

	
2)  Políticas y procedimientos apropiados para la realización de los trabajos de auditoría de cuentas, relativos a la ética e independencia, la aceptación y continuidad de los trabajos, los recursos humanos —incluyendo la formación del personal— y la realización de encargos, incluidas la supervisión y revisión de los trabajos de auditoría de cuentas, así como el seguimiento.



El auditor de cuentas y las sociedades de auditoría deben realizar anualmente una evaluación del sistema de control de calidad interno, y mantendrán registros de las conclusiones de dicha evaluación y de las medidas propuestas, en su caso, para modificar el sistema sometido a evaluación.

El responsable último del sistema de control de calidad interno debe ser un auditor de cuentas inscrito en el ROAC.

Los auditores y sociedades de auditoría deben dotarse incluso de sistemas y procedimientos apropiados para garantizar la continuidad y regularidad de sus actividades de auditoría de cuentas, de modo que puedan prevenir y resolver incidentes que puedan tener consecuencias graves para la integridad de su actividad de auditoría de cuentas.

De nuevo, la LAC apela a la importancia de documentar los procedimientos, señalando que el auditor y sociedades de auditoría deberán documentar las políticas, procedimientos y medidas mencionadas, y ponerlos en conocimiento de su personal.

Por último, los auditores y sociedades de auditoría deberán crear y llevar una serie de registros relativos a su actividad. Entre ellos, un Registro de infracciones graves o muy graves de la normativa reguladora de la actividad de auditoría de cuentas, así como de sus eventuales consecuencias y medidas destinadas a corregir estas actuaciones. Y un Registro de entidades auditadas.

5.2.  Organización del trabajo de auditoría y papeles de trabajo

En relación con cada concreto trabajo de auditoría, la Ley exige garantizar la suficiencia, en cantidad y calidad, de los recursos dedicados a ello.

En primer lugar, exige que al cargo del proyecto exista, al menos, un auditor principal, responsable de la realización del trabajo de auditoría de cuentas, que participará activamente en el mismo, dedicando el tiempo y recursos humanos y materiales suficientes y adecuadamente capacitados.

Una vez más, la LAC (artículo 29) apela a la importancia de la documentación, exigiendo que por cada trabajo de auditoría de cuentas se elabore un «archivo de auditoría», en el que conste, además de la documentación relativa a la aceptación del trabajo —incluyendo los aspectos relativos al deber de independencia—, toda la documentación referente al desarrollo del trabajo en sí. Incluidos los llamados «papeles de trabajo del auditor», de vital importancia y que constituirán las pruebas y el soporte de las conclusiones obtenidas en la realización del trabajo de auditoría.

Deberá conservarse durante el plazo de cinco años, a contar desde la fecha del informe de auditoría, la documentación referente a cada auditoría de cuentas, incluidos los papeles de trabajo.

5.3.  Deber de secreto

Conforme al artículo 31 de la LAC, el auditor de cuentas firmante del informe de auditoría, el resto del equipo que haya intervenido en los trabajos, la propia sociedad de auditoría y los socios de ésta, están obligados a mantener el secreto de cuanta información conozcan en el ejercicio de su actividad, no pudiendo hacer uso de la misma para finalidades distintas de las de la propia auditoría de cuentas.

Ello, sin perjuicio del deber de denuncia contemplado en el artículo 262 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

Podrán acceder a la documentación referente a cada auditoría de cuentas, quedando sujetos al deber de secreto:


	
a)  El ICAC, en el ejercicio de su función de supervisión.

	
b)  El Banco de España, la CNMV y otros organismos supervisores.

	
c)  Las corporaciones representativas de los auditores de cuentas, a los exclusivos efectos de verificar la observancia de las prácticas y procedimientos internos de actuación de sus miembros.

	
d)  El nuevo auditor de cuentas, en el supuesto de cambio de auditor

	
e)  En general, quienes estén autorizados por ley o quienes se determine por resolución judicial.



6.  Especialidades de la auditoría de cuentas en entidades de interés público

Los artículos 33 y siguientes de la LAC establecen una serie de especialidades para la auditoría de lo que se denomina «entidades de interés público» (por sus siglas en inglés, «PIE»).

Hay que comenzar aclarando qué entendemos por «entidad de interés público» a estos efectos. No tiene que ver con la naturaleza de la entidad, pública o privada, sino con la repercusión de su actividad, en consideración básicamente a su tamaño, sector de actividad o a otras circunstancias, como si emite títulos admitidos a cotización en un mercado secundario oficial.

Según el artículo 15 del Reglamento de la LAC, son entidades de interés público las siguientes:


	
a)  Las entidades de crédito, las entidades aseguradoras, así como las entidades emisoras de valores admitidos a negociación en mercados secundarios oficiales de valores o en el mercado alternativo bursátil pertenecientes al segmento de empresas en expansión.

	
b)  Las empresas de servicios de inversión y las instituciones de inversión colectiva de un determinado tamaño (más de 5.000 clientes o partícipes), así como sus sociedades gestoras.

	
c)  Los fondos de pensiones con más de 10.000 partícipes y sus sociedades gestoras.

	
d)  Las fundaciones bancarias, las entidades de pago y las entidades de dinero electrónico.

	
e)  En general, aquellas entidades cuyo importe neto de la cifra de negocios y plantilla media (durante dos ejercicios consecutivos) sea superior, respectivamente, a 2.000 millones de euros y a 4.000 empleados.

	
f)  Los grupos de sociedades en los que la sociedad dominante sea una de las entidades contempladas en las letras anteriores.



Para la auditoría de este tipo de entidades regirá específicamente el ya mencionado Reglamento (UE) 537/2014, de 16 de abril, así como las específicas normas que les dedica la LAC.

Cabe destacar las siguientes especialidades:


	
i.  Existen normas específicas para la elaboración del informe de auditoría de las cuentas anuales de las entidades de interés público. Adicionalmente, sus auditores de cuentas tendrán que elaborar un informe para la Comisión de Auditoría de la entidad.

	
ii.  Los auditores de cuentas y sociedades de auditoría que realicen la auditoría de cuentas de entidades de interés público, deben publicar un informe de transparencia de conformidad con el contenido mínimo establecido en el Reglamento (UE) 537/2014. Entre otros, determinados datos relativos a volumen de negocio, con detalle del correspondiente a servicios de auditoría y servicios distintos de auditoría que hubieran prestado a entidades de interés público.

	
iii.  Igualmente, los auditores de cuentas y sociedades de auditoría que realicen la auditoría de entidades de interés público sometidas al régimen de supervisión y control atribuido al Banco de España, a la CNMV y a la Dirección General de Seguros, tendrán la obligación de comunicar sin demora, a los citados órganos o instituciones, toda información relativa a la entidad auditada de la que hayan tenido conocimiento en el ejercicio de sus funciones, en los supuestos contemplados en el artículo 12.1 del Reglamento 537/2014. Por ejemplo, una duda importante en relación con la continuidad de las actividades de la entidad, la negativa a emitir su informe de auditoría, o emisión de un dictamen desfavorable o con reservas.

	
iv.  Se establecen normas especiales, más exigentes, para preservar la independencia del auditor, incluyendo prohibiciones de prestación de servicios distintos a la auditoría o alargando a dos años determinadas prohibiciones posteriores a la finalización del trabajo de auditoría. En particular, se establecen límites a los honorarios que es posible percibir, por servicios distintos a la auditoría.

	
v.  Durante su vigencia, no podrá rescindirse el contrato de auditoría sin que medie justa causa, no pudiendo considerarse como tal las divergencias de opiniones sobre tratamientos contables o procedimientos de auditoría.

	
vi.  La duración mínima del periodo inicial de contratación de auditores de una entidad de interés público no podrá ser inferior a tres años (el Reglamento de la UE 537/2014 exige un mínimo de un año pero la LAC lo ha ampliado a tres años), para garantizar su independencia. Y, por la misma razón, el encargo inicial combinado con sus renovaciones no podrá exceder normalmente de diez años. No obstante, se prevé la posibilidad de una prórroga adicional por cuatro años más, siempre y cuando se contrate de forma simultánea a otro u otros auditores o sociedades de auditoría para actuar conjuntamente como tal en este período adicional.

	
vii.  Se regula igualmente, en el Reglamento (UE) 537/2014, el procedimiento para el nombramiento de auditor por las entidades de interés público. Debe llevarse a cabo conforme a un pliego con criterios de selección transparentes y no discriminatorios. Como resultado del mismo, el Comité de Auditoría de la entidad formulará una recomendación motivada al Consejo de Administración, que incluirá al menos dos alternativas y una preferencia. El Consejo, a su vez, hará una propuesta a la Junta General y, en caso de que dicha propuesta se aparte de la preferencia del Comité de Auditoría, deberá motivarlo adecuadamente.

	
viii.  Accionistas que ostenten más del cinco por ciento del capital social de la entidad auditada o el órgano de administración de dicha entidad podrán solicitar al juez de primera instancia del domicilio social la revocación del auditor designado por la junta general y el nombramiento de otro, cuando concurra justa causa. Asimismo, dicha solicitud podrá ser realizada por el ICAC.

	
ix.  Por último, se establecen normas específicas de organización interna y de organización del trabajo de los auditores y sociedades de auditoría, en los trabajos de auditoría de entidades de interés público.



7.  Régimen de supervisión pública de la actividad de auditoría de cuentas

7.1.  Normas generales

Se dedica a esta materia el Título II de la LAC, artículos 46 y siguientes.

El ICAC, organismo autónomo adscrito al Ministerio de Economía y Competitividad, es la autoridad responsable del sistema de supervisión pública, al que quedan sujetos todos los auditores de cuentas y sociedades de auditoría, y demás personas, entidades u órganos cuya actuación se enmarque en el ámbito de aplicación del Reglamento (UE) 537/2014.

Contra las resoluciones que dicte el ICAC en el ejercicio de estas competencias podrá interponerse recurso de alzada ante el Ministro de Economía y Competitividad, cuya resolución pondrá fin a la vía administrativa y dejará expedita la vía judicial contencioso-administrativa. Como excepción, las resoluciones de carácter normativo dictadas por el ICAC serán directamente recurribles ante la jurisdicción contencioso-administrativa.

Ya hemos ido viendo a lo largo de estas líneas, en buena parte, en qué se traduce la labor de supervisión del ICAC. Para cumplir adecuadamente la misma, el ICAC podrá recabar información a los propios auditores de cuentas y sociedades de auditoría, a personas relacionadas con el auditor y a terceros a los que el auditor haya podido externalizar determinadas funciones.

En el ejercicio de su función supervisora, el ICAC podrá efectuar las actuaciones de comprobación, inspección, investigación y disciplina que estime necesarias, en relación con las personas y entidades mencionadas.

Las inspecciones consistirán en la revisión periódica de los auditores de cuentas y sociedades de auditoría, con el objetivo de evaluar sus sistemas de control de calidad interno y la revisión de los archivos de los trabajos de auditoría de cuentas seleccionados, incluyendo la evaluación del cumplimiento de la normativa reguladora de la actividad de auditoría de cuentas y con la finalidad de verificar y concluir sobre la eficacia de dichos sistemas.

Las informaciones o datos que el ICAC o las personas que hayan desempeñado alguna actividad para él, hayan obtenido en el ejercicio de sus funciones de supervisión, tendrán carácter confidencial y son objeto del correspondiente deber de secreto.

7.2.  Órganos rectores del ICAC

Son órganos rectores del ICAC su Presidente, el Comité de Auditoría de Cuentas y el Consejo de Contabilidad.

El Presidente del ICAC es nombrado por el Gobierno, a propuesta del Ministro de Economía y Competitividad, y ostentará la representación legal del ICAC.

El Comité de Auditoría de Cuentas es un órgano consultivo, al que preceptivamente deberán ser sometidos a consideración por el Presidente una variada serie de asuntos que detalla la LAC. Presidido por el Presidente del ICAC, tendrá un máximo de trece miembros designados por el Ministro de Economía y Competitividad, con representantes de la Administración, de diversos organismos supervisores y de las corporaciones representativas de la profesión de auditor.

Por último, el Consejo de Contabilidad es el órgano competente (asesorado, a su vez, por el Comité Consultivo de Contabilidad, órgano integrado por expertos contables de reconocido prestigio de la Administración y distintas Corporaciones) para valorar, con carácter no vinculante, la idoneidad de cualquier propuesta normativa o de interpretación de interés general en materia contable. El Consejo de Contabilidad estará presidido por el Presidente del ICAC y de él formará parte un representante de cada uno de los organismos que tengan atribuidas competencias de regulación en materia contable del sistema financiero: Banco de España, CNMV y Dirección General de Seguros.

7.3.  Régimen financiero

La LAC regula igualmente una serie de tasas, mediante las cuales el ICAC se financia para el desarrollo de su labor.

La más importante es la tasa de control y supervisión de la actividad de auditoría de cuentas, que pagan los auditores de cuentas y sociedades de auditoría inscritos en la situación de ejercientes al emitir informes de auditoría de cuentas.

También debe mencionarse la tasa por expedición de certificados o documentos a instancia de parte, así como por las inscripciones y anotaciones en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas.

8.  Régimen de infracciones y sanciones

La LAC dedica su Título III, artículos 68 y siguientes, a establecer un detallado régimen de infracciones y sanciones en materia de auditoría de cuentas.

Corresponde al ICAC el ejercicio de la potestad sancionadora, que se llevará a cabo de conformidad con el régimen general previsto en la legislación de Procedimiento Administrativo, con las peculiaridades que establece la LAC.

Pese a la trascendencia y repercusión que en ocasiones puede llegar a tener la labor del auditor, la LAC confirma uno de los principios generales de nuestro Derecho administrativo sancionador: el denunciante de hechos que pudieran ser constitutivos de alguna de las infracciones tipificadas en la LAC no será, por su mera denuncia, considerado interesado en el procedimiento que en su caso se inicie, y el escrito de denuncia no formará parte del expediente, no estando legitimado para la interposición de recursos o reclamaciones en relación con los resultados de las actuaciones previas que pudieran haberse realizado, en su caso, con anterioridad al inicio del procedimiento sancionador, ni de la resolución que ponga fin a éste.

El plazo máximo para resolver los procedimientos sancionadores es de un año.

El artículo 70.2 de la LAC establece una especificación del principio general de nuestro Derecho sancionador, con arreglo al cual la existencia de una interpretación razonable de la norma excluye la existencia de responsabilidad. En concreto, señala que no se considerará sancionable el incumplimiento de las normas de auditoría que derive de una discrepancia jurídica o técnica razonablemente justificada —y, siempre, documentada— en su interpretación o aplicación.

Se establece un detallado catálogo de infracciones, que se clasifican en leves, graves y muy graves, cuya aplicación en la práctica a veces puede llegar a chocar con principios fundamentales de nuestro Derecho sancionador, al mezclar principios jurídicos con una materia como la contable, muy técnica, por contener los tipos sancionadores referencias, por ejemplo, a las complejas normas técnicas de auditoría.

En cuanto a las sanciones a aplicar como consecuencia de la comisión de infracciones, se diferencia según se trate de infracciones cometidas por auditores de cuentas individuales o por sociedades de auditoría. Cuando en un determinado trabajo actúa un auditor individual en nombre de una sociedad de auditoría, los dos pueden ser objeto de sanción.

El catálogo de sanciones va, desde la más leve de amonestación privada, hasta la más grave, de revocación de la autorización y baja definitiva en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas, pasando por la suspensión de dicha autorización y baja temporal en el Registro, o la imposición de multas que pueden ser de cuantía fija o determinadas en proporción a los ingresos por actividad de auditoría de cuentas, o en un porcentaje en relación con los honorarios del concreto trabajo de auditoría que motiva la sanción.

La LAC establece también determinadas sanciones accesorias, que se unen a la principal ya referida. Por ejemplo, las sanciones graves o muy graves, conllevarán además la prohibición de realizar la auditoría de cuentas para la misma entidad en relación con la cual se llevó a cabo el trabajo de auditoría, en los tres siguientes ejercicios.

Adicionalmente, se prevé que la parte dispositiva de las resoluciones sancionadoras se publicará en el Boletín del ICAC, y se inscribirá en el ROAC.

Si se trata de sanciones por infracciones cometidas en relación con trabajos e informes de auditoría de entidades de interés público, la publicidad será mayor, pues se llevará a cabo en el Boletín Oficial del Estado.
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 1.  Introducción

España fue el primer país europeo en aprobar una nueva Ley de Auditoría, Ley 22/2015 de 20 de julio, en base a la reciente normativa europea, el Reglamento (UE) 537/2014 y la Directiva 2014/56/UE. La nueva Ley, que en su mayor medida afecta a las auditorías de los ejercicios iniciados a partir del 17 de junio de 2016, es un progreso significativo y un logro relevante en muchos de sus aspectos, si bien es también una Ley de un carácter muy técnico, con posibilidades de mejora a través de un contraste y diálogo con el sector auditor, de cara a que una correcta interpretación y aplicación de la misma sea siempre posible y sea totalmente consistente con el nuevo marco europeo.

La reforma de la normativa europea se asienta en una doble vía. Por un lado, se realiza una actualización y modificación de la anterior Directiva europea sobre la auditoría legal de las cuentas anuales y cuentas consolidadas, siendo dicha Directiva de aplicación a todas las auditorías. Por otro lado, se publica un Reglamento de la Unión Europea sobre requisitos específicos para la auditoría legal de las entidades de interés público. En consecuencia, ante dicho marco normativo, una auditoría de una entidad de interés público en Europa debe respetar lo dispuesto en la Directiva 2014/56/UE, y debe además cumplir con los requisitos específicos del Reglamento (UE) 537/2014.

A este doble marco normativo hay que añadir que, especialmente el Reglamento Europeo, establece una serie de opciones de Estado miembro sobre diversas cuestiones clave de la reforma. Es curioso, cuando menos, que, bajo la figura de nada más y nada menos que un Reglamento UE, se haya dejado a los Estados miembros perfilar determinadas cuestiones relevantes en su normativa de auditoría. Estas circunstancias, la convivencia de Directiva y Reglamento, y la posibilidad de numerosas opciones de Estado miembro, darán lugar, o más bien están dando ya lugar, a una aplicación diferencial de la nueva normativa europea en los distintos Estados miembros.

En ese contexto, algunos ejemplos de las opciones más significativas que un Estado miembro puede decidir sobre las auditorías en entidades de interés público son las siguientes:


	
—  Posibilidad de reducir el periodo inicial de duración del encargo de auditoría (el estándar es un mínimo de 3 años pero el Estado miembro puede reducirlo).

	
—  Posibilidad de reducir el periodo máximo de duración del encargo al auditor (el estándar es un máximo de 10 años, pero el Estado miembro puede reducirlo).

	
—  Posibilidad de extender el periodo de duración máxima del encargo de auditoría (ampliar, o no, la duración máxima de 10 años a periodos adicionales de 10+10 años, o de 10+14 años bajo ciertas condiciones de nuevo concurso de auditoría y auditoría conjunta, respectivamente).

	
—  Posibilidad de reducir el periodo máximo en que un mismo socio auditor puede firmar un informe (el estándar es 7 años pero el Estado miembro puede reducirlo).

	
—  Posibilidad de ampliar la lista de servicios prohibidos, añadiendo más servicios prohibidos a los dispuestos en el Reglamento UE.

	
—  Posibilidad de permitir servicios fiscales y de valoración en ciertas condiciones, tales como su poca importancia relativa.

	
—  Posibilidad de reducir el límite cuantitativo de honorarios de otros servicios en relación con los honorarios de auditoría (el estándar es un límite del 70% pero el Estado miembro puede reducirlo).



Como es obvio, partiendo de estas premisas, y una vez que las legislaciones de los Estados miembros han ido recogiendo y haciendo efectiva la reforma y aplicando las opciones de Estado miembro nos encontramos con situaciones en las que, por ejemplo, y a efectos ilustrativos que no exhaustivos:


	
—  El encargo inicial en España es el estándar de 3 años, pero en Alemania es de 1 año, y en Italia es de 9 años.

	
—  En España solo se permite ampliar la duración máxima del contrato de 10 años si la auditoría se realiza en formato de auditoría conjunta, es decir, por dos firmas de auditoría, y entonces el plazo sería de 10+4 años (como aplicación muy especial de la opción europea del 10+14 que recoge el Reglamento UE). Mientras en Alemania se permiten todas las opciones de extensión, el 10+10 en caso de nuevo concurso y el 10+14. En Francia la opción elegida es 10+6 en caso de nuevo concurso y de 10+14 si hay auditoría conjunta.

	
—  Los servicios fiscales están totalmente prohibidos en Portugal, Francia e Italia, pero parcialmente permitidos en España, Alemania y Reino Unido, sujetos además a las particularidades interpretativas de cada país.

	
—  El límite del 70% de honorarios de auditoría aplicable para otros servicios se reduce a un 30% en Portugal, y se calcula con unas bases diferenciales en Reino Unido, Polonia e Irlanda. En España es el estándar del 70%.

	
—  El socio firmante debe rotar a los 7 años en Alemania e Italia, pero se ha reducido a 5 años ese periodo en España y Reino Unido, y a 6 años en Francia y Bélgica.



Solo esta breve mención ya da lugar a una visión de lo que en su primera fase de andadura esta reforma está representando en la UE en cuanto a disparidad de opciones entre Estados miembros. Consistencia y homogeneidad no parecen estar alineadas con el resultado de la reforma, en donde cada país ha querido, y podido en gran parte, respetar su propia experiencia práctica y legislación pre-existente.

Pero es más, aparte de las opciones de Estado miembro, hay muchos factores de la reciente Directiva y Reglamento que están sujetos a un marco interpretativo que, todavía, no está asentado y que ofrece muchas dudas. Las opciones de Estado miembro pueden gustar o no, pero parecen claras. Otra cosa es que, ante las partes de la legislación europea que no están sujetas a opciones de Estado miembro, haya la posibilidad de que se interprete de forma diferencial una misma normativa en distintos países europeos. Lamentablemente este riesgo es todavía un riesgo real y que debe ser, con la aportación de todos los intervinientes, gestionado y mitigado hasta un nivel mínimo.

En consecuencia, fruto de esta situación y fruto de la propia redacción de la Ley 22/2015, existen aspectos que, bien derivados de la propia normativa europea o bien derivados de la implantación en España de dicha normativa a través de la citada Ley 22/2015, necesitan de desarrollos normativos más claros y precisos, para su adecuada y efectiva implantación. Sin pretender ser exhaustivos, algunos de estos aspectos, al menos algunos de los más referidos y comentados y sobre los que se espera un próximo desarrollo reglamentario que pueda aportar aclaración, se desarrollan en este artículo.

2.  Auditor principal responsable y equipo del encargo

El artículo 3 de la Ley 22/2015 recoge una serie de definiciones que resultan claves para el adecuado cumplimiento de la Ley y el establecimiento de los controles preceptivos para su vigilancia. Muchas de esas definiciones están siendo estudiadas por multitud de colectivos y con resultados interpretativos no siempre coincidentes.

Muchas de las obligaciones, requisitos, controles a implantar, registros, incompatibilidades, etc., se refieren a lo que se denomina auditor principal responsable y también al concepto de equipo del encargo. Un entendimiento consistente y una adecuada delimitación del alcance y extensión de estas definiciones es fundamental para un adecuado cumplimiento de la Ley 22/2015.

En cuanto al concepto de auditor principal responsable, esta definición, recogida en el art. 3.6.b de la Ley 22/2015, comprende a quienes hayan sido designados por la firma «como principales responsables de realizar el trabajo de auditoría de cuentas en nombre de dicha sociedad». Adicionalmente, en el art. 3.6.c. se incluye la definición del concepto para el caso de auditoría de cuentas consolidadas, incluyendo en su alcance «el auditor o auditores de cuentas designados en su caso como auditor o auditores responsables de realizar la auditoría en las entidades que sean significativas en el conjunto consolidable».

Por razones de seguridad jurídica es imprescindible aclarar la delimitación del perímetro de los profesionales de la firma auditora incluidos, respetando en todo momento las líneas marcadas en la UE. La aplicación de dicha definición debería ser coherente con la definición de «socio», «socio del encargo del grupo» y «socio del encargo» que contiene el glosario de las Normas Internacionales de Auditoría para su aplicación en España (en adelante, NIA-ES). Asimismo, se considera que el desarrollo normativo a efectuar, es decir, el Reglamento de desarrollo de la Ley 22/2015 debería clarificar la aplicación de este concepto en los casos en los que existan entidades extranjeras significativas en el conjunto consolidable y aquellas en las que pueda no existir un proceso de auditoría específico en relación con las cuentas anuales de la propia entidad como ente informante independiente del grupo. Por ejemplo, en un gran banco europeo es importante poder determinar con precisión quiénes son los auditores principales responsables del encargo para poder exigir, y planificar con antelación, la rotación de dicho/s socio/s auditores en el encargo, que en España como se ha dicho pueden liderar y firmar el trabajo un máximo de 5 años.

Por otra parte, el art. 3.11 define el equipo del encargo e incluye en este concepto a «cualquier persona cuyos servicios estén a disposición o bajo el control» de la firma auditora, expresión que necesita ser aclarada. Es fundamental, asimismo, que la aplicación de esta definición sea coherente con la definición del equipo de trabajo que contiene el glosario de las NIA-ES. Muchas de las exigencias de la Ley 22/2015 son aplicables de distinta forma, o no son aplicables, a quienes formen, o no, parte del equipo de trabajo.

3.  Alcance del trabajo en Auditorías consolidadas

Como es conocido, es muy habitual la existencia de grandes grupos nacionales, o internacionales, en donde se efectúan uno o varios procesos de consolidación de cuentas anuales. En este sentido es importante reseñar lo dispuesto, en cuanto al alcance de la revisión del trabajo en las auditorías consolidadas, en el artículo 7.4 de la Ley 22/2015. La redacción del citado art. 7.4 no es sencilla y resulta especialmente compleja, tanto en relación con las obligaciones de evaluación de otros auditores de cuentas, como en relación con las obligaciones de revisión del trabajo realizado por parte de otros auditores de cuentas, incluidos los de la UE y de terceros países. Resulta imprescindible aclarar, tanto para los grupos auditados, como para los auditores que participan en un consolidado, bien como auditor del consolidado de un grupo, bien como auditor de un componente, qué procedimientos concretos serían necesarios en el caso de que no pudiera realizarse dicha revisión.

En este sentido se considera que el futuro reglamento debería contemplar el desarrollo de los preceptos fijados en la Ley en el marco del contenido de la Norma Técnica de Auditoría en vigor, es decir de forma coherente con el contenido de la NIA-ES 600 «Consideraciones Especiales - Auditorías de Estados Financieros de Grupos (Incluido el Trabajo de los Auditores de los Componentes)», y teniendo en consideración a estos efectos lo realizado en otros países de la UE.

Adicionalmente, y ya respecto de lo contemplado en el art 7.6 de la Ley 22/2015, sería conveniente clarificar el alcance de su último inciso («incluyendo los papeles de trabajo correspondientes a los trabajos realizados por los citados otros auditores»), especialmente cuando se trate de auditores de otros países, ya sean de la UE o de terceros países, y aclarar la aplicación de este precepto en relación con el contenido del posterior apartado 7 del mismo artículo 7. En este sentido, se entiende que el acceso a la documentación soporte del trabajo de auditores de otros países estará sujeto a los acuerdos de colaboración que los distintos supervisores tanto del entorno europeo como de terceros países tengan firmados, sin que pueda recaer en el auditor principal esta responsabilidad. No se puede obviar que la NIA-ES 600 no contempla en modo alguno que la comunicación entre el auditor principal y el auditor del componente consista en el envío de papeles detallados de todo el trabajo realizado y más cuando es relativamente frecuente que la información contable de las entidades radicadas en un determinado país se encuentre protegida legalmente con leyes de protección de datos, confidencialidad, secreto profesional, etc.

En resumen, debe efectuarse un baño de realidad, y a la vez de eficiencia, sin que se imponga y desarrolle una normativa cuyo cumplimiento práctico está sujeto a factores que no dependen ni del grupo auditado, ni de su auditor, y que, en su redactado actual, pueden suponer riesgos sobre obligaciones que pueden no ser siempre acometidas. Muchas veces se ha dicho que la peor Ley es aquella que no se cumple o no se puede cumplir, y es por ello que hay que hacer todo lo posible en el desarrollo reglamentario para facilitar el cumplimiento de la Ley en un marco razonable.

4.  Formación práctica

Otro de los aspectos que en la Ley 22/2015 ha suscitado mayor comentario por parte de la profesión auditora han sido las restricciones al reconocimiento de la formación práctica obtenida antes, o durante, la realización de la formación teórica. El enfoque de prestación sucesiva de formación, primero teórica y, después, práctica es propio de la enseñanza universitaria, pero, además de añadir una complejidad innecesaria a los mecanismos de acreditación de la formación de un auditor, carece de sentido cuando la preparación está orientada al ejercicio de la actividad de auditoría de cuentas. A nivel mundial existe consenso sobre la importancia de que la formación de auditor combine, desde el primer minuto, tanto la teoría como la práctica. Por estas razones se considera necesario que el nuevo reglamento de desarrollo, al regular la formación práctica, elimine la exigencia de que un determinado porcentaje de horas de ésta deba ser realizado con posterioridad a la realización en su totalidad de los cursos de enseñanza teórica.

Un buen número de profesionales de las áreas financieras de multitud de compañías proceden o han tenido en su desarrollo profesional un paso, más corto o más largo, por una firma de auditoría. El valor que el mercado reconoce a estos profesionales es, precisamente, su formación, tanto teórica como práctica. Es algo indudable y reconocido durante muchos años. Por ello, aquí, en este punto el debate tiene un corto recorrido y la apuesta es clara, no es necesario modificar aquello que funciona bien. La formación no es un problema actual en la auditoría, es un valor de las firmas de auditoría que el mercado reconoce de forma consistente

5.  Independencia: poder cumplir y poder hacer cumplir

Dentro de los numerosos y significativos cambios que ha supuesto la reforma del marco jurídico de la auditoría que se ha impulsado a nivel europeo y nacional, uno de los de mayor calado ha sido, sin ninguna duda, el que ha afectado al régimen de independencia.

A pesar de los esfuerzos realizados por la profesión de auditoría para adecuar las políticas internas a las nuevas exigencias, persisten múltiples incógnitas sobre la interpretación y alcance de los requerimientos legales, lo que hace muy difícil la obtención de certeza acerca de si se satisface la independencia necesaria para acometer cualquier trabajo de auditoría de cuentas. Una de las grandes preocupaciones de las firmas de auditoría es cumplir la normativa y hacer que se cumpla. Obviamente, para poder cumplir una norma, primero hay que entenderla, explicarla, comunicarla, dar formación, establecer controles internos para ello y hacer testeos y revisiones de su cumplimiento. Todo ello no es posible, o es ineficaz, si se parte de una falta de entendimiento completo de la normativa, o si la misma proporciona posibles interpretaciones diferenciales, o si alguna de dichas interpretaciones hacen materialmente imposible su cumplimiento.

Por esta razón es absolutamente prioritario que la redacción del nuevo reglamento contribuya a facilitar, y a posibilitar, la aplicación y la comprensión de este régimen, y, en especial, que defina de forma clara y concisa los siguientes conceptos:


	
a)  «Interés significativo directo» y de «instrumento financiero».El artículo 16.1 de la Ley 22/2015 establece como causas de incompatibilidad para prestar servicios de auditoría poseer o realizar operaciones con instrumentos financieros de la entidad auditada. De interpretarse la noción de «instrumento financiero» en términos contables impediría, por ejemplo, facturar a los clientes (por entrar las facturas en dicha noción) o mantener cualquier relación comercial en el curso ordinario de los negocios de la entidad auditada, como suministros de energía, teléfono, viajes, compra de bienes y servicios habituales para el consumo de cualquier persona (por tener que facturarse tales servicios). Ello supondría, por ejemplo, que ninguna entidad financiera en España pudiera ser auditada, ante la inexistencia de firmas independientes de ella. Por estas razones se estima necesario y adecuado que estos conceptos queden alineados en el nuevo Reglamento, por ejemplo, con la definición existente en el artículo 46.2 del actual reglamento, RD 1517/2011 de 31 de octubre.



	
b)  Concepto «significativo» en relación con la posesión de instrumentos financieros.Se considera adecuado el concepto que a este efecto contiene el antes citado artículo 46.2 del RD 1571/2011. El mismo debiera ser también aplicable cuando se utiliza en relación con la realización de operaciones con instrumentos financieros.



	
c)  Concepto de «muy significativo».Se considera fundamental esta aclaración tanto en lo que afecta a la tenencia como a la realización de operaciones con instrumentos financieros.



	
d)  Aclaración del término «cualquier tipo de operación» del art. 16.1.a.3.º de la Ley 22/2015.



Este precepto hace referencia a la causa de incompatibilidad por operar con instrumentos financieros emitidos, garantizados o respaldados de cualquier otra forma por la entidad auditada. Aunque se fija la incompatibilidad en «cualquier tipo de operación», y no se hace referencia a su significatividad, se considera que el espíritu de la Ley 22/2015 (y de la Directiva de procedencia) es que haya simetría en el manejo de tenencia y operar con, por lo que habría que aclararlo en el reglamento. Se evitarían así situaciones irracionales como, por ejemplo, que una persona pueda tener 100 acciones de una empresa, pero no pueda comprar ni vender una sola acción. Si no se introduce esta aclaración se pueden originar incongruencias en la aplicación de la Ley, de forma que no haya causa de incompatibilidad del auditor de cuentas o sociedad de auditoría si determinadas personas poseen instrumentos financieros «no significativos», pero sí si operan con ellos.

En el sentido anterior, cuando el tercer párrafo del artículo 21.1. de la Ley 22/2015 dispone que «...en el supuesto de que se trate de incompatibilidades derivadas del artículo 16.1.a).2.º, deberá resolverse la situación de incompatibilidad con anterioridad a la aceptación del nombramiento como auditor de cuentas»; esta referencia parecería lógico extenderla de forma explícita al 16.1.a).3.º de la propia Ley ya que la razón de la misma se aplica tanto a la tenencia como a realizar transacciones, dada la dificultad/imposibilidad de gestionar estas incompatibilidades en toda la población afectada antes de ser nombrados auditores y, por lo tanto, tener conocimiento de la restricción. Se entiende que esta interpretación es implícita, pero sería necesario explicitarlo por seguridad jurídica.

— Desarrollo de la noción de situación «sobrevenida».

El artículo 21.2 de la Ley 22/2015 trata de la gestión de incompatibilidades generadas por posesión de instrumentos financieros de forma sobrevenida. Se considera que estas situaciones pueden tener diversos orígenes y que, por seguridad jurídica, sería bueno desarrollarlas en el próximo reglamento, aunque sea de forma conceptual, respondiendo al mismo espíritu que se deriva del citado artículo 21.2. Algunos ejemplos de este tipo de situaciones son:


	
a.  Matrimonio. Si el cónyuge de la persona restringida, previo al matrimonio o a tener una relación equivalente poseía instrumentos financieros prohibidos, al incorporar esos títulos a la «unidad restringida» (persona restringida más familiares afectados) debiera haber un margen para desprenderse de ellos.

	
b.  Pasar a formar parte de un equipo: Si a una persona restringida, que puede disponer de títulos de una entidad restringida no significativos para ella, se decide asignarla al equipo del encargo de la entidad a la que se refieren los títulos o a una vinculada, debiera bastar con desprenderse de los mismos antes de incorporarse al equipo del encargo (lo mismo sería aplicable a la incorporación a otras categorías para las que no hay significatividad en la tenencia de instrumentos financieros).

	
c.  Cuando una persona se incorpora a la sociedad de auditoría, no debiera considerarse la tenencia previa de títulos, en su caso, como causa de incompatibilidad. Dependiendo de la posición a la que se incorpore entendemos que sería independiente si se deprende de los instrumentos financieros antes de pasar a ser una persona restringida.



Capítulo aparte merecerían la cuestiones relativas a independencia, en cuanto a servicios prohibidos para entidades de interés público, cuestión que no es objeto propio de la Ley 22/2015, sino que la misma se refiere, como es normal, a lo dispuesto en el artículo 5 del Reglamento (UE) 537/2014. En dicho Reglamento se incluyen múltiples menciones a aspectos que necesitan ser aclarados y desarrollados, tales como la siguiente prohibición descrita en su artículo 5.1.b:

— «…los servicios que supongan cualquier tipo de intervención en la gestión o la toma de decisiones de la entidad auditada…»


Una interpretación maximalista de este artículo podría llevar a la conclusión de que es imposible que cualquier servicio no suponga ningún tipo de intervención en la gestión o la toma de decisiones. Rozando el ridículo se podría llegar a concluir que la propia auditoría podría ser en sí misma un servicio incompatible, ya que es obvio que la auditoría puede influir en la gestión o la toma de decisiones de la entidad auditada, por ejemplo, a la hora de registrar ajustes identificados por la auditoría, o establecer mejoras de control interno que la auditoría ha identificado como debilidades o aspectos de mejora.

En cambio, una interpretación racional, en el contexto de lo dispuesto en el citado artículo 5 del Reglamento UE, nos llevaría a concluir que los servicios profesionales que sean permitidos deben contar con una clara separación de funciones entre las tareas efectuadas por un consultor o asesor y las funciones gerenciales que son objeto y responsabilidad de la dirección y administradores de la entidad.

Las conclusiones y consecuencias de una y otra interpretación son muy distintas. Esta referencia al artículo 5.1.b, es meramente ilustrativa ya que, en realidad, la cuestión afecta a todo el artículo 5, que está sujeto a múltiples interpretaciones y es, sin duda, uno de los puntos candentes de la nueva reforma de auditoría en Europa. Determinar el alcance y extensión de los servicios prohibidos y desarrollar guías de aplicación claras y concisas será una labor fundamental para el interés de reguladores, entidades auditadas y sus comités de auditoría, y los propios auditores.

6.  Aspectos de organización interna de las firmas de Auditoría

El art. 28 de la Ley 22/2015 incorpora nuevas obligaciones, previstas en la Directiva 2014/56/UE, que necesitan ser concretadas. Se trata de un precepto que incorpora diversos conceptos jurídicos indeterminados que requieren ser concretados por razones de seguridad jurídica, y siempre en el marco del Derecho de la Unión Europea (en cuanto traen causa del artículo 24 bis de la Directiva). Por ejemplo, el apartado 1 del citado artículo 28 hace referencia a procedimientos «fiables» y «eficaces», términos que necesitan de un cierto grado de concreción; lo mismo sucede con las medidas «apropiadas» a que se refiere el apartado 3, o con la exigencia —en el apartado 5— de que los procedimientos guarden «proporción con la magnitud y complejidad de sus actividades». En todo caso, es imprescindible que se concreten los «requisitos simplificados» a que se refiere el último párrafo del artículo 28.3 que incluye, a tal efecto, una habilitación reglamentaria específica. También es fundamental que los mencionados requisitos en lo relativo a la calidad estén claramente referenciados a las normas internacionales que en cada momento puedan estar vigentes, y evitar así distorsiones en los procedimientos aplicados en las firmas, que organizan sus sistemas de calidad en base a esos estándares internacionales.

En esta misma línea, el art. 29 hace referencia a varios Registros (de infracciones, de consultas, de entidades auditadas y de reclamaciones). Es necesario que el nuevo reglamento establezca las pautas por las que se debe regir su creación y documentación y que aclare algunos conceptos jurídicos que incorpora. Se considera que el establecimiento en el próximo desarrollo reglamentario de posibles mitigaciones, o eliminaciones, de sanciones en los casos en que el propio auditor identifique, gestione y solucione hechos que puedan dar lugar a éstas, siempre que queden incluidas en el Registro correspondiente, contribuiría a la mejora efectiva de la calidad y los procesos internos. Un incentivo como el propuesto encontraría base legal en el artículo 80.1.g, en relación con el 29.3.a, ambos de la Ley 22/2015.

7.  Aspectos de la Auditoría de entidades de interés público

La Ley 22/2015, como no podía ser de otra manera, reconoce la aplicación directa del contenido del Reglamento (UE) n.o 537/2014 a la actividad de auditoría de cuentas realizada en Entidades de Interés Público («EIP»), limitándose en este sentido al ejercicio de las opciones que el propio Reglamento comunitario otorga a los distintos Estados miembros. Sin embargo, desde una perspectiva interpretativa y de aplicación congruente del contenido de los distintos preceptos comunitarios en los diversos Estados miembros, el contenido de la regulación comunitaria no está exento de dificultades interpretativas que requieren contar con un cuerpo de interpretaciones oficiales que den cierta seguridad jurídica en su aplicación práctica.

En este sentido, es necesario que el desarrollo reglamentario de la Ley 22/2015 prevea algún sistema de divulgación general en el que el supervisor de la actividad en España (ICAC en la actualidad) asuma o recoja las interpretaciones emanadas de la Comisión Europea y tenga en cuenta las posiciones que la COESA, la Comisión de Organismos Europeos Supervisores de Auditoría, pueda adoptar.

En el corto plazo se considera que existen determinados preceptos que por su impacto inmediato sería necesario abordar con urgencia y a los que se refieren los apartados siguientes.


	
—  Informe adicional para la Comisión de Auditoría de Entidades de Interés Público (art. 36).Es necesario desarrollar su contenido y formato en coordinación con las prácticas europeas. Ello habrá de hacerse siempre en el marco del artículo 11 del Reglamento europeo que lo regula y respetando sus determinaciones.

Con el objeto de reducir las cargas burocráticas a las empresas, y teniendo en cuenta la información que aportarán estos informes adicionales, sería positivo estudiar la eliminación de la obligación de emitir informes complementarios en determinadas entidades reguladas, como por ejemplo en las entidades de crédito, cuyo contenido se encuentra desfasado y superado por el propio contenido del Informe adicional.



	
—  Informe anual de transparencia (art. 37).Este informe, requerido anualmente a las firmas de auditoría que auditan a entidades de interés público, necesita del desarrollo reglamentario del artículo 37 de la Ley 22/2015, pero no debe incrementar las obligaciones reguladas en la propia Ley de forma ya extensa.



	
—  Informe a las autoridades nacionales supervisoras de las Entidades de Interés Público (art. 38).



Al provenir del Reglamento europeo, el necesario desarrollo reglamentario del formato de estos informes debe coordinarse con la UE. Resulta fundamental clarificar quiénes serían los destinatarios como supervisores de las distintas comunicaciones en determinados casos.

Los aspectos mencionados anteriormente no constituyen una exhaustiva relación de los aspectos que ha suscitado alguna u otra discusión en su análisis e interpretación, pero son sin duda muestra de que la reciente normativa de auditoría necesita, todavía, tiempo y trabajo por parte de todos los intervinientes, para que los efectos que dicha normativa ha explicitado, la mejora de la calidad y la protección del interés público, sean una realidad. Esta nota es consistente y se ha realizado en base a materiales desarrollados para ello por el Instituto de Censores Jurados de Cuentas de España (ICJCE), como corporación representativa de los auditores de cuentas en España. Precisamente, uno de los efectos de la Ley 22/2015 ha sido la de reforzar la unidad de la profesión auditora en España con respecto a las cuestiones conflictivas que dicha Ley ha planteado.
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